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“Gral. Martín Miguel de Güemes 
Héroe de la Nación Argentina” 

 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL 

TOMO 165 
 

COMPETENCIA PENAL.  Acumulación de causas conexas. Diferente estado procesal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nomi-
nación para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de las disposiciones procesales sobre conexidad (art. 37 inc. 3º del C.P.P.)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LUNA, OSCAR DANIEL POR ROBO SIMPLE A TEJERINA, LUISA – PIEZAS PERTENE-
CIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.041/11)  (Tomo 165: 753/758 - 17/mayo/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón de la materia, intervención del tribunal de atribuciones más 

amplias. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nomi-
nación, del Distrito Judicial del Norte, Circunscripción Tartagal, para intervenir en la presente causa.  
DOCTRINA: En los supuestos de discordancia acerca de la concurrencia de una figura penal de mayor gravedad, 
debe estarse a la competencia del tribunal de atribuciones más amplias, a fin de evitar los efectos que sobre la 
validez de los actos puede traer aparejada la violación de las normas sobre competencia material, de conformidad 
con lo prescripto en el artículo 32 del Código Procesal Penal. Esa pauta de resolución de diferendos sólo debe 
dejarse de lado cuando la postulación de la posible concurrencia de la figura más severamente penada aparezca 
como arbitraria, o carente de sustento en las constancias arrimadas a la causa. 
          Es competente para intervenir en la causa el Juez de Instrucción, si el Fiscal Correccional inmediatamente 
de abierta la audiencia modificó su pretensión procesal haciendo notar que la calificación jurídica del hecho sería 
más gravosa que la consignada en la requisitoria fiscal,  por lo cual el juzgamiento del hecho no podía ser llevado 
a cabo por el Juez  Correccional y de Garantías que planteó su incompetencia. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
DURÁN, JUAN HÉCTOR POR DAÑOS Y HURTO A ESPER, CIRO DARÍO – PIEZAS PERTENECIENTES 
– COMPETENCIA (Expte. N° CJS 34.614/11)  (Tomo 165: 35/40 –  20/marzo/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, falta de precisión de la fecha de consumación 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Primera Nomi-
nación, del Distrito Judicial del Norte Circunscripción Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de las Acordadas 8691, punto I, artículo 4º y 10356. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LORENZO, VICTORINO - ROBO - ARÉVALO, MARIO - PIEZAS PERTENECIENTES - 
COMPETENCIA (Expte. Nº CJS- 35.153/11)  (Tomo 165: 341/344 - 07 /mayo/ 2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, falta de precisión del momento de consumación, 

fecha de la denuncia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal  de Sexta Nomina-
ción para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, punto I, artículo 5º y las disposiciones procesales sobre conexidad 
(art. 38 inc. 2º del C.P.P.). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
MAMANÍ, MATÍAS POR ESTUPRO - DENUNCIA DE VILLAREAL, ROSANA ANDREA - PIEZAS PER-
TENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.022/11)  (Tomo 165: 197/202 - 25/abril/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, inicio de las actuaciones. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Primera Nomi-
nación, del Distrito Judicial del Norte Circunscripción Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de las Acordadas 8691, punto I, artículo 5º y 10356. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ALVARADO, CARMEN BEATRIZ - A CARATULAR - A ZERDA, JAVIER - PIEZAS PER-
TENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.121/11)  (Tomo 165: 449/452 - 10/mayo/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón de turno, radicación definitiva de la causa. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Octava Nominación, del Distrito Judicial del Centro, para entender en 
la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, punto I, art. 7º 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C AYALA, MIRTA YOLANDA POR ESTELIONATO A MAMANÍ, PALMIRA – PIEZAS PER-
TENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.204/12)  (Tomo 165: 133/138 - 23/abril/2012) 
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COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón de turno, radicación definitiva de la causa. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Sexta Nominación, del Distrito Judicial del Centro, para entender en la 
presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, punto I, art. 7º 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GONZÁLES CEBALLOS, GUSTAVO ADOLFO POR ADMINISTRACIÓN FRAUDULENTA 
A CEBALLOS, MARIO RUBÉN – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.123 
/11)  (Tomo 165: 139/144 - 23/abril/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Distribución de funciones por turno, homicidio culposo, fecha de consumación del 

delito, irrelevancia de los actos previos. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Quinta Nomina-
ción para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, punto I, artículo 3º 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUZMÁN, MIGUEL RAMÓN POR HOMICIDIO CULPOSO EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO 
A IBARRA, GUSTAVO ADOLFO; IBARRA, CAROLINA BEATRIZ - PIEZAS PERTENECIENTES - COM-
PETENCIA (Expte. N° CJS 35.203/12)  (Tomo 165: 813/816 - 21/mayo/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Excepción al procedimiento sumario. Procedencia de una medida de seguridad. 

Competencia del juzgado de Instrucción Formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y DISPONER que, oportu-
namente, bajen las actuaciones al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación.  
DOCTRINA: El procedimiento sumario resulta incompatible con los fines y fundamentos de la medida de segu-
ridad, por lo que habiendo solicitado el Fiscal Correccional la excepción del inciso 1º del articulo 353 del Código 
Procesal Penal se ha consolidado jurisdiccionalmente el criterio de proceder por vía de instrucción y debe inter-
venir el Juzgado de Instrucción Formal. 

La imposición de una medida de seguridad de carácter provisional depende de la formación de un juicio 
concreto sobre su necesidad, que debe fundarse en elementos incorporados a la causa y motivar una decisión 
formal en tal sentido y que esa resolución que únicamente puede ser adoptada por el Juzgado de Instrucción For-
mal. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUARI, SERGIO ORLANDO POR AMENAZAS A GUARI, DIEGO ENRIQUE – PIEZAS 
PERTENECIENTES – COMPETENCIA    (Expte. Nº CJS 35.054/11)  (Tomo 165: 265/268 – 03/mayo/2012)   
 
COMPETENCIA PENAL. Inexistencia de contienda negativa, apelación contra el rechazo del planteo de 

inhibitoria formulado por el defensor oficial. Tribunal competente para su resolución. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 7/8 vta. y DISPO-
NER que el Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial del Norte, Orán, contin-
úe interviniendo en la causa. 
DOCTRINA: Tratándose de apelación contra el rechazo de la inhibitoria formulada, corresponde a la Corte de 
Justicia entender en su trámite y resolución; así surge no sólo de la letra del artículo 43, inciso. 2º del Código 
Procesal Penal, sino además de interpretar su voluntad a la luz de su antecedente directo, el Código Procesal de 
Mendoza, las conclusiones a que arriban los comentaristas y por imperio de los arts. 31 y 121 de la Constitución 
Nacional y los arts. 4º y 153, ap. II, inc. b de la Constitución Provincial. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, 

Cornejo y Díaz) 

          Una cuestión de competencia de incumbencia de la Corte de Justicia supone siempre, como lo requiere el 
art. 40 del Código Procesal Penal, pronunciamientos contradictorios de dos o más tribunales, lo que no ocurre 
cuando sólo se verifica una disconformidad del defensor oficial con el rechazo del requerimiento de inhibición 
por parte del juez correccional y de garantías, que debe ser dirimida en el ámbito de la Cámara de Acusación 
conforme a lo dispuesto en el art. 24 inc. 1° de dicho ordenamiento. (Del voto de los Dres. Posadas, Ferraris y 

Kauffman de Martinelli) 

El Código Procesal determina la competencia de cada uno de los órganos del Poder Judicial, sin instau-
rar dentro del artículo 22 del Código Procesal Penal una excepción a la regla allí establecida sobre la competencia 
de la Corte de Justicia. (Del voto de la Dra Kauffman de Martinelli) 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: SR. DEFENSOR OFICIAL PENAL Nº 2 PLANTEA INCOMPETENCIA POR INHIBITORIA EN 
EXPTE. Nº 99.141/11 – TOLEDO, NIMIO JUSTINO – A CARATULAR – ESTADO PROVINCIAL - COM-
PETENCIA (Expte. Nº CJS 35.088/11) (Tomo 165:381/388 – 08/mayo/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Medida cautelar en el proceso penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores 
de Primera Nominación del Distrito Judicial del Norte, Circunscripción Orán, para intervenir en la presente cau-
sa.  
DOCTRINA: Si lo solicitado en la causa tiene carácter de una medida cautelar en el marco del proceso penal, su 
vinculación con el delito objeto de juzgamiento determina la competencia del juzgado que viene interviniendo en 
la causa principal. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas. DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: VÉLEZ, HERNÁN IGNACIO; VÉLEZ, JOAQUÍN - SOLICITAN MEDIDAS DE GARANTÍAS DE 
SEGURIDAD PERSONAL Y DE BIENES EN EXPTE. 20.840/11 DEL JUZGADO CORREC. Y DE GA-
RANTÍAS Nº 1 DE ORÁN - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA     (Expte. Nº CJS 35.120/11)  
(Tomo 165: 633/638 – 15/mayo/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Planteo erróneo de la contienda.  
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CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Sexta Nominación, del Distrito Judicial del Centro, para entender en la 
presente causa.  
DOCTRINA: El planteo erróneo de la cuestión de competencia debe equipararse a la falta de su proposición 
oportuna y genera la radicación definitiva de la causa de acuerdo al pto. 1 art. 7 de la Acordada 8691. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: DE-
NUNCIA DE LÓPEZ DAGUM, FERNANDO – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº 
CJS 35.092/11)  (Tomo 165: 67/72 –  03/mayo/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Planteo erróneo del conflicto. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y DISPONER que, oportu-
namente, bajen las actuaciones al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial del 
Norte, Circunscripción Tartagal, a los fines señalados en el punto tercero de los considerandos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, si el tribunal que se declaró in-
competente omitió remitir las actuaciones al que considera competente para otorgarle la debida intervención. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kaufman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C RUSSO, LUIS ADOLFO POR ESTAFA A CASALBON, SILVIA ISABEL (Expte. Nº CJS 
35.111/11)  (Tomo 165: 321/324  -  03/mayo/2012) 
 
COMPETENCIA PENAL. Rechazo de continuación de la acción civil por haberse concedido la suspensión del 

juicio a prueba en sede penal, accesoriedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comer-

cial de Sexta Nominación para intervenir en la prosecución del trámite de la acción civil instaurada. 

DOCTRINA: La dependencia y accesoriedad de la acción civil respecto del proceso penal se encuentra consagra-
da como principio rector en el artículo 16 del Código Procesal Penal, cuya consecuencia es que la primera no 
puede instarse en sede penal si la acción penal no ha sido iniciada o si su ejercicio ha terminado, como tampoco 
continuarse en este último supuesto. 
           La suspensión del juicio a prueba es una de las causas legales por las que de acuerdo al artículo 17 del 
Código Procesal Penal, la acción civil no puede proseguir en el proceso penal. De allí que pueda ser ejercida o 
bien continuada en sede civil, según sea su estado.  
           Conforme el artículo 76 quater del Código Penal es la propia recepción de la suspensión del juicio a prue-
ba la que torna inaplicables las reglas de la prejudicialidad y habilita que el fuero civil se pronuncie definitiva-
mente sobre la pretensión resarcitoria sin esperar el fallo del fuero represivo, por lo que resulta competente para 
entender en el trámite de la acción civil de Juzgado de ese fuero. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
MORALES, NÉSTOR SEBASTIÁN - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA - PIEZAS 
PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.829/11)  (Tomo 165: 471/476  - 10/mayo/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Amistad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el señor Juez de Corte Dr. Guillermo Al-
berto Catalano para intervenir en autos.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar el pedido de separación del Magistrado que invoca amistad íntima y de trato 
frecuente con el letrado del actor civil y querellante conjunto, porque ello encuadra en la causal prevista en el 
artículo 51 inc. 11 del Código Procesal Penal.  
          La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, establecido 
en el artículo 8 inc. 1 del Pacto de San José de Costa Rica, norma de rango superior por vigencia del artículo 75 
inc. 22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por aquellos aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su apartamiento. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
MORALES, NÉSTOR SEBASTIÁN - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA - PIEZAS 
PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.829/11)  (Tomo 165: 467/470 - 10/mayo/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Amistad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 79 por el señor Juez de Corte Dr. Guiller-
mo Alberto Catalano, para entender en autos.  
DOCTRINA: Corresponde la excusación  del Magistrado que invoca una relación de amistad íntima, solidaria y 
de trato frecuente con el letrado de los actores civiles porque los motivos aducidos encuadran en la causal objeti-
va prevista en el artículo 51 inc. 11 del Código Procesal Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
VÁZQUEZ, FÉLIX JOSÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CA-
SACIÓN (Expte. Nº CJS 33.658/10)  (Tomo 165: 759/762 - 21/mayo/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Denunciante. Enemistad. Violencia moral. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las inhibiciones formuladas por los señores Jueces de Corte Dres. Sergio 
Fabián Vittar, Abel Cornejo y Gustavo Adolfo Ferraris, para intervenir en autos.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que manifiesta haber denunciado penalmente en 
otro juicio al letrado que actúa por sus propios derechos como querellante por el delito de calumnias e injurias en 
la causa, porque ello constituye una circunstancia objetiva con encuadre en el artículo 51 inciso 8º del Código 
Procesal Penal. 

La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, establecido 
en el artículo 8º inc. 1º del Pacto de San José de Costa Rica, norma de rango superior por vigencia del artículo 75 
inc. 22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por aquellos, aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, den lugar a su apartamiento. 
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La causal de enemistad manifiesta que invoca el Magistrado con el imputado, constituye una circunstan-
cia objetiva taxativamente prevista en el artículo 51 inc. 11 del Código Procesal Penal.  

Corresponde aceptar el pedido de separación del Magistrado que invoca violencia moral, ya que los mo-
tivos aducidos no son susceptibles de ser apreciados sino por quien los invoca y ello supone un estado subjetivo 
que le impide intervenir, por encuadrar en la causal prevista en el artículo 51 inc. 13 del Código Procesal Penal.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLA POR 
CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA MÉNDEZ, JORGE FEDERICO BENJAMÍN; POMA, MARTÍN MI-
GUEL Y HERRERA, FRANCISCO (POR CALUMNIAS E INJURIAS) EN PERJUICIO DE PRIMUCCI, AL-
DO Y SANZ NAVAMUEL, MATÍAS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.578/11)  (Tomo 165: 
215/220 - 02/mayo/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 23 por el Sr. Juez de Corte Dr. Gustavo 
Adolfo Ferraris para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación solicitada por el magistrado que invoca violencia moral, si re-
conoce motivos claramente expresados e individualizados que justifican razonablemente su apartamiento para 
asegurar el debido proceso y la recta administración de justicia y que constituyen un circunstancia objetiva taxa-
tivamente prevista en el artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli. CAUSA: 
CHAVES, MARCOS GILBERTO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
34.998/11)  (Tomo 165: 309/314 – 03/mayo/2012) 
 
HONORARIOS. Recursos de casación y extraordinario federal, pautas. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. Alberto Raymundo Sosa en la suma 
de $ 4.200 (pesos cuatro mil doscientos) por la tarea cumplida en esta instancia. 
DOCTRINA: A los fines de la regulación de honorarios profesionales del en su calidad de representante de los 
querellantes presentó el informe respecto del recurso de casación interpuesto por los querellados, corresponde 
realizar el cálculo en base a las pautas indicativas del artículo 13 del decreto ley nº 324/63, de conformidad con lo 
establecido por los arts. 1º del decreto nº 1173/94 y 15 de la ley 6730, atento la remisión dispuesta por el artículo 
548 del Código Procesal Penal. ( Del voto del Dr. Ferraris)  

A los fines de la regulación de honorarios solicitada por el letrado que presentó el informe del recurso de 
casación  y contesto el traslado del recurso extraordinario federal en su carácter de representante de los querellan-
tes, corresponde efectuar el cálculo de acuerdo con las pautas indicativas contenidas en los artículo 31 , 4º, incs. 
b), c), y d), y 5º del decreto ley nº 324/63 y de conformidad con lo preceptuado en los arts. 15 de la ley 6730 y 1º 
del decreto 1173/94, por remisión del artículo 548 del C.P.P., en tanto cabe ponderar en la especie el mérito jurí-
dico o novedad de la cuestión debatida en autos, el resultado obtenido por el solicitante y demás factores de legal 
cómputo. (Del voto de los Dres. Posadas, Díaz, Kauffman y Vittar) 

TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLA 
CONTRA LATORRE, JOSÉ ANTONIO: LATORRE, MARIA EUGENIA DE LOS ÁNGELES; LATORRE, 
MARIA XIMENA; LLORIAN DE LATORRE, GLORIA DEL VALLE POR INJURIAS EN PERJUICIO DE 
LATORRE, FRANCISCO JAVIER Y LATORRE, LUCIANA BELÉN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
Nº CJS 31.936/08)  (Tomo 165: 185/190 - 25/abril/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva; intervención del 

tribunal de apelación, resolución que rechaza pedido de prisión domiciliaria; garantía de la doble instancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 2/3 
vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja si la resolución cuestionada no reviste el carácter de sentencia 
definitiva ni puede equiparse a tal y además, en la causa se encuentra cumplida la exigencia de la doble instancia 
en virtud de la específica intervención de la Cámara de Acusación donde el recurso de apelación, por su propia 
naturaleza procesal, habilitó a dicho tribunal a revisar los hechos, la prueba y la viabilidad jurídica de la proce-
dencia de la prisión domiciliaria solicitada. 

Las disposiciones que regulan al recurso de casación carecen de efectos abrogatorios o derogatorios de 
los restantes preceptos del Código y deben ser objeto de una armoniosa aplicación. Su alcance, entonces, no pue-
de ser entendido como una tercera instancia no prevista y su admisibilidad debe responder a la existencia de 
agravios y motivos que, por imperativo de orden procesal, deben ser individualizados por el recurrente. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
CHAVEZ, MARCOS GILBERTO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
34.998/11)  (Tomo 165: 315/320 - 03/mayo/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva; resolución que 

obliga a continuar sometido a proceso; taxatividad de los recursos. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación deducida a 
fs. 24/27 vta. 
DOCTRINA: No es sentencia definitiva a los fines del recurso de casación, la resolución que ratifica una provi-
dencia que se basa en el principio preclusivo y en consecuencia rechaza la posibilidad de retrotraer el proceso a 
etapas anteriores decidiendo llevar adelante la audiencia de juicio y tampoco es equiparable a sentencia definitiva 
al no ocasionar un gravamen que sea imposible de ser reparado ulteriormente. 

La queja debe estar debidamente fundada y es improcedente si el quejoso se limita a invocar diversas 
cuestiones pero no formula un agravio concreto que concierna a los motivos que el tribunal de mérito tuvo en 
cuenta para pronunciar el auto denegatorio. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman y Vittar) 

Corresponde rechazar la queja por denegación del recurso de casación, si la resolución que se pretende 
revertir no encuadra en los tipos previstos en el artículo 467 del Código Procesal Penal, ni resulta equiparable a 
sentencia definitiva. 
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En virtud del principio de taxatividad o legalidad consagrado por el artículo 443 del Código Procesal 
Penal en su primer párrafo, las vías impugnativas proceden sólo en los casos y medios expresamente establecidos 
por la ley. 

Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sentencia defini-
tiva. 

El artículo 452 del Código Procesal Penal señala una expresa restricción o limitación en tanto dispone 
que durante la etapa del juicio se podrá tan sólo deducir reposición, la cual, en la etapa preliminar, será resuelta 
sin trámite. Los demás recursos, particularmente el de casación, podrán ser deducidos sólo con la impugnación de 
la sentencia y siempre que se haya hecho expresa reserva. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 

La revocación del decreto de fijación de audiencia de debate no se encuentra prevista como supuesto es-
pecífico de casación y no causa gravamen alguno que permita abrir la instancia recursiva. 

Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado si los argumentos esgrimidos por 
la defensa aparecen desprovistos de todo fundamento y sustento legal, en tanto, precisamente, luego de la notifi-
cación del decreto en cuestión y por el término de tres días, esa parte podía solicitar la suspensión del juicio a 
prueba. (Del voto del Dr. Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CENTENO, PATRICIA FABIANA – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. 
N° CJS 34.887/11)  (Tomo 165: 405/414 - 10/mayo/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva, resolución que 

rechaza pedido de sobreseimiento, intervención del tribunal de apelación; garantía de la doble instancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
28/30. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si la resolución cuestionada, 
que rechaza el pedido de sobreseimiento del acusado no es sentencia definitiva y, además en la causa se ha cum-
plido con la necesaria revisión en razón de haber intervenido el tribunal de apelación al que accedió el impugnan-
te haciendo uso de la vía ordinaria, a través de la apelación, con lo que se satisface la garantía de doble instancia, 
con un recurso que permitió discutir cuestiones de hecho y de derecho y al respecto, la resolución de la Cámara 
de Acusación explicitó suficientemente las razones de la denegatoria. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GRAFINGER, HÉCTOR ARIEL – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº 
CJS 35.038 /11)  (Tomo 165: 843/848 - 21/mayo/2012) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Improcedencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 14/16. 
DOCTRINA: El avocamiento que puede solicitarse a la Corte conforme al artículo 156 del Código Procesal Pe-
nal, debe orientarse a lograr el impulso en actuaciones cuyo trámite se encuentra detenido, o a propiciar un em-
plazamiento para el dictado de resoluciones atrasadas. 
          Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia, si el imputado fue convocado a prestar declara-
ción indagatoria, orden que, pese a las medidas ordenadas no fue cumplida y el pedido de pronto despacho fue 
rechazado por falta de legitimación procesal, en tanto el poder general para juicios aludido por la quejosa no 
puede suplantar los concretos recaudos exigidos por la ley. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: PIZARRO, CLAUDIO GABRIEL – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA (Expte. Nº CJS 
34.904/11)  (Tomo 165: 553/558 - 15/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal  

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
305/308 vta .II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 1º y 3º, 467 y 469 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano. DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
QUIROGA, WILLIAMS WALTER RENZO; CONDORI, IVÁN HÉCTOR; ZELAYA, PABLO DAVID; AG-
ÜERO EMANUEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.986/11)  (Tomo 165: 51/58 - 
20/marzo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisibles los recursos de casación interpuestos a fs. 
837/840 y 841/846.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 
del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 1º y 3º, 467, 468 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
MARTÍNEZ, JOSÉ ABRAHAM – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 35.049/11)  (Tomo 165: 59/66 
- 20/marzo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
279/286.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 2º y 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli. CAUSA: C/C 
ALE, DANTÓN GUSTAVO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.016/11)   (Tomo 165: 73/80 - 
20/marzo/2012) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
480/483 vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 1º, 467, 469 inc. 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
VIDAURRE, SANDRO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.072/11)  (Tomo 165: 89/96 - 
20/marzo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
162/165 vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 1º y 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
ÁLVAREZ, RUBÉN EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN   (Expte. N° CJS 34.948/11)  (Tomo 165: 
191/196 - 25/abril/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
540/550.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs.1º y 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SUFI, RAMÓN ALFREDO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.032/11)  (Tomo 165: 
235/244 - 02 /mayo/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
385/388.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 1º, 467, 469 y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SÁNCHEZ, LEONARDO JONATAN EDIMBURGO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 35.080/11)  (Tomo 165: 375/380 - 07/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
259/262 vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 2º, 467, 469 inc. 3º y cc., y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SARTOR, PABLO ORLANDO – RECURSO DE CASACIÓN      (Expte. Nº CJS 35.208/12)  
(Tomo 165: 415/420 - 10/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la admisibilidad formal del recurso de casación interpuesto a fs. 49/50. 
II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 1º, 467, 469 y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ERAZO, SANTOS CRISTÓBAL - RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 35.087/11)  
(Tomo 165: 453/456 - 10/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
111/115. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 2º y 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C BARRO, ARIEL MARCELO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.869/11)  (Tomo 
165: 507/512 - 15/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
479/480 vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 1º,  467, 469 inc.1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C OLIDEN CARRAZANA, GELSON SEGUNDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
35.175/11)  (Tomo 165: 593/598 - 15/mayo/2012) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
142/146 vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C PASTRANA STRIZICH, RODRIGO JAVIER; SAVORGNANO, GABRIELA ANTONIA – RE-
CURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.921/11)  (Tomo 165: 599/604 - 15/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
265/268 vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc.s 1º y 3º, 467, 469 inc. 1º y cc. y 472 
del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C RIFARACHI, HÉCTOR RAMÓN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.897/11)  
(Tomo 165: 647/652 - 16/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
104/105.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 1º y 3º, 467, 469 inc. 1º y cc., y 472 
del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C RUIZ, RENÉ ORLANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.119/11)  (Tomo 165: 
653/ 658 - 16/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 61/64. 
II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 1º, 467, 468 y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CALA, ELIO EDUARDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA - RE-
CURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.820/11)  (Tomo 165: 667/672 - 17/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
262/274. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 1º y 3º, 467 y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MAMANÍ, PABLO ROBERTO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 35.116/11)  (Tomo 
165: 685/690 - 17/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 79/87 
vta.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc.3, 467, 469 inc. 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SARAVIA, SERGIO JOSÉ - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 35.015/11)  (Tomo 165: 
729/734 - 17 /mayo/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
41/43.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 1º, 468 inc. 4º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ALTAMIRANO, ERNESTO RICARDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A 
PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.061/11) (Tomo 165: 745/752 - 17/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
151/166.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 1º, 2º y 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SLY, VÍCTOR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.094/11)  (Tomo 165: 849/856 - 
21/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
395/403.II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
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DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 1º y 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C REARTE, DIEGO RAFAEL GREGORIO; LÓPEZ, MARCOS VÍCTOR EMANUEL; AREPIA, 
VERÓNICA ELIZABETH; REARTE, MANUEL ROLANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
35.196/12)  (Tomo 165: 1065/1070 - 22/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 61/64. 
II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incs. 1º y 3º, 467, 469 inc. 1º y 472 del 
C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CAMPOS, SERGIO MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 35.197/12)  (Tomo 165: 
1093/1098 – 22/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal, retractación de la víctima, valoración 

de la prueba, certeza para condenar. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 549/552. 
DOCTRINA: El bien jurídico protegido por la figura del abuso sexual con acceso carnal es la libertad sexual, 
entendida como la libre disposición del cuerpo, y abarca el pudor individual de las personas que sufren tales abu-
sos, quienes ven afectadas su integridad sexual o su pudicia individual. En este tipo de delitos es casi imposible 
conseguir testigos directos del hecho, debiendo basarse el magistrado en las declaraciones de la víctima, de las 
personas que tomaron conocimiento de lo acontecido a través de sus dichos y en las conclusiones a las que arri-
ban los expertos en las respectivas pericias, debiendo reconstruirse el hecho a través de todo resto, vestigio o 
indicio. 

Existe la certeza necesaria para condenar al acusado del delito de abuso sexual, si el tribunal encontró 
acreditados los hechos a partir de la declaración de una docente del colegio al que concurría la menor, de una 
compañera de la víctima, del informe psicológico de la niña, de lo expresado por la menor en cámara Gesell, del 
informe médico forense que da cuenta de una desfloración de larga data, y ello se aúna con la pericia psiquiátrica 
del imputado. 

La retractación de una menor no debe recibir el mismo tratamiento como si se tratara del retracto de un 
adulto, y debe ser valorada de manera conjunta con el resto del material probatorio y la situación familiar de la 
afectada. 

Es correcto el encuadramiento jurídico de abuso sexual con acceso carnal agravado por la convivencia, 
si el imputado compartía el ámbito de cohabitación y una vida familiar en común con la menor víctima en un 
mismo inmueble, con lo que su vulnerabilidad se veía potenciada y la posibilidad de cometer estos hechos era 
mayor para el acusado cuando se encontraban solos en la casa mientras todos trabajaban o concurrían a la escuela 
y además, esa situación fáctica emerge de los testimonios brindados y es corroborada por el propio imputado. 
(Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas, Vittar y Díaz) 

El artículo 119, 3er. párrafo del Código Penal tiene en cuenta, en primer lugar, la libertad individual, en 
cuanto hace a la integridad sexual de las personas. Esta libertad puede ser entendida desde un doble aspecto, 
positivo-dinámico, por un lado, como la capacidad de libre disposición del propio cuerpo a los efectos sexuales, 
es decir el consentimiento de la víctima de mantener trato sexual con terceros con arreglo a su querer libre y 
consciente. Por otro, negativo-pasivo, esto es, la capacidad del sujeto para no ejecutar actos de naturaleza sexual 
que no desee. 

Esta noción de libertad sexual se puede utilizar cuando la violación se comete mediante el empleo de 
fuerza o intimidación, habida cuenta de que no es necesario ningún requisito esencial de la víctima, en la cual se 
presume su capacidad de conocer y de valorar el alcance del acto que se pretende ejecutar. En síntesis de lo que 
se trata es de la violación de la autonomía de la voluntad del sujeto que es la base de todos los bienes jurídicos, en 
este especial caso, cuando se avanza en contra del ámbito de lo sexual.  

La misma idea es la que guía el problema de los menores de 13 años, en este caso la protección es el 
ámbito de libertad, a lo que se agrega el problema de la inmadurez sexual de la víctima. Por eso en segundo lugar, 
además de la violación a la autonomía de la libertad, especializada en el ámbito sexual, se puede afirmar que 
también está en juego la intangibilidad sexual o de indemnidad sexual. 

El artículo 119, 3er párrafo del Código Penal contempla otras modalidades comitivas distintas a la intro-
ducción vía vaginal del órgano sexual masculino, que también implican penetración. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
GUTIÉRREZ, DIEGO MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 34.428/11)  (Tomo 165: 11/34 
- 20/marzo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual gravemente ultrajante, valoración de la prueba, certeza 

para condenar. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 455/460 vta.  
DOCTRINA: La condena del acusado por el delito de abuso sexual gravemente ultrajante se apoya en la certeza 
necesaria si los extremos de hecho y derecho concurren en la causa, pues los dichos de la menor en cámara Gesell 
indican la existencia del hecho de connotación sexual y a partir de distintas precisiones rodeadas de un lenguaje 
propio de su edad, el modo de consumación del delito cuyas circunstancias exceden en adecuación legal la figura 
del abuso sexual simple y, además, las afirmaciones allí vertidas encuentran aval probatorio en el informe del 
médico y las explicaciones dadas por éste en el juicio, que demuestran la existencia de lesiones tanto irritativas 
como congestivas en las zonas comprometidas y la relajación del esfínter anal, el testimonio de la oficial de po-
licía que ratifica lo señalado en el informe pertinente, los informes psiquiátricos, psicológicos y ambientales agre-
gados y las demás declaraciones rendidas en debate por vecinos que corroboran con fuerza indiciaria determina-
das circunstancias de tiempo y lugar que resultan contestes con los restantes datos que surgen del plexo probato-
rio. 
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         El carácter gravemente ultrajante exigido por el segundo párrafo del artículo 119 del Código Penal resul-
ta de la prolongación o la naturaleza objetiva de los actos sexuales desarrollados por el agente, que poseen una 
desproporción con el tipo básico y que producen en la víctima una humillación más allá de lo que normalmente 
se verifica con el abuso en sí . (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 

         En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen 
serias dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica de los ofensores actuar 
con sigilo y sibilinamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a 
hurtadillas precisamente para no ser descubiertos. Este rasgo de la personalidad de los infractores a la integridad 
sexual no debe perderse nunca de vista, porque los abusadores, los violadores o los ultrajadores tienen en común 
dos características: operar sobre la víctima desprevenida y elegir el momento del ataque, cuando nadie puede 
percatarse de su abyecto cometido. 
         La ley tiene en cuenta, en primer lugar, la libertad individual, en cuanto hace a la integridad sexual de las 
personas. Esta libertad puede ser entendida desde un doble aspecto, positivo-dinámico, por un lado, como la ca-
pacidad de libre disposición del propio cuerpo a los efectos sexuales, es decir el consentimiento de la víctima de 
mantener trato sexual con terceros con arreglo a su querer libre y consciente. Por otro, negativo-pasivo, esto es, la 
capacidad del sujeto para no ejecutar actos de naturaleza sexual que no desee. 
         La noción de libertad sexual se puede utilizar cuando la violación se comete mediante el empleo de 
fuerza o intimidación, habida cuenta de que no es necesario ningún requisito esencial de la víctima, en la cual se 
presume su capacidad de conocer y de valorar el alcance del acto que se pretende ejecutar. En síntesis de lo que 
se trata es de la violación de la autonomía de la voluntad del sujeto que es la base de todos los bienes jurídicos, en 
este especial caso, cuando se avanza en contra del ámbito de lo sexual. 
         La misma idea es la que guía el problema de los menores de 13 años, en este caso la protección es el 
ámbito de libertad, a lo que se agrega el problema de la inmadurez sexual de la víctima. Por eso en segundo lugar, 
además de la violación a la autonomía de la libertad, especializada en el ámbito sexual, se puede afirmar que 
también está en juego la intangibilidad sexual o de indemnidad sexual. 
         Las conductas gravemente ultrajantes que agravan el delito de abuso sexual son los actos, que objetiva-
mente, tienen una desproporción con el propio tipo básico, que produce en la víctima una humillación más allá de 
lo que normalmente se verifica por el abuso en sí. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C QUISPE, JUAN CARLOS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.371/11)  (Tomo 165: 
521/538 - 15/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de hurto, valoración de la prueba, sana crítica, certeza para condenar. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 122/125 vta. 
 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de hurto, si el tribunal encontró 
acreditado el hecho con la declaración de la víctima que avisó de lo ocurrido por radio y con el secuestro del 
dinero, lo que se refuerza con la actitud de agresividad y alteración del ánimo previa que tuviera el imputado al 
llegar a la agencia de “remisses”, de lo que dio cuenta el operador. 

En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y el de libre convicción del juez o sa-
na crítica racional indicados por la ley. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los 
elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar 
o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimien-
to humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente des-
provisto de elementos favorables a la posición del acusado. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento 
contrario al imputado requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los 
factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LIZONDO, JOSÉ FRANCISCO – RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. Nº CJS 34.231/11)  
(Tomo 165: 203/214 - 02/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones graves culposas por imprudencia y negligencia; víctima pe-

atón; motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 80/83.  
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado como autor del delito de lesiones graves culposas por impru-
dencia o negligencia, cuenta con motivación suficiente si el tribunal ha efectuado una confrontación de la defensa 
material y técnica del acusado con las pruebas incorporadas al debate, en especial las declaraciones de la víctima 
y de los profesionales médicos, lo que se aunó con la historia clínica, el croquis y el informe existente en la causa, 
y a partir de tal valoración adquirió convicción en grado de certeza positiva respecto de la existencia histórica del 
hecho juzgado y de la participación  culpable del imputado en él. 
            El primer deber de todo conductor consiste en conservar el pleno dominio sobre la máquina que comanda 
a fin de evitar accidentes de tránsito. 
           No puede verse en la actitud distraída o imprudente de la propia víctima una circunstancia de exculpación 
o justificación, ello sin perjuicio de su incidencia en la mensuración de la consiguiente individualización de la 
pena. 
           La imprudencia del peatón no justifica la negligencia del conductor del vehículo, puesto que el peatón 
distraído, incluso el imprudente, constituye un riesgo común inherente al tráfico vial y por lo mismo todo conduc-
tor de un rodado está obligado a permanecer atento a las eventualidades previsibles de la circulación tanto más si 
realiza maniobras de retroceso o marcha atrás. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MARRÓN, ALEJANDRO GERMÁN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.515/11)  
(Tomo 165: 325/334 - 03/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de coacción, turbación de la posesión y amenazas, motivación  de la sen-

tencia, sana crítica.   



 10

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 538/560.  
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por los delitos de coacción, turbación de la posesión y amena-
zas es plenamente válida, si de su análisis, pues resulta diáfano no sólo a las conclusiones que arribaron, sino 
también al análisis de las pruebas que tuvieron en cuenta para considerar culpable al causante, y calificar su con-
ducta del modo que lo hicieron, por cuanto un hecho debe considerarse probado cuando no pudo haber ocurrido 
de otra forma. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano) 

      La sentencia presenta una adecuada motivación si conforme emerge   conforme emerge del plexo proba-
torio atinente a los distintos hechos juzgados, los ha valorado según las reglas de la lógica y el método de la libre 
convicción, y nada hay en los fundamentos expuestos que permita establecer que se han transgredido los límites 
de las atribuciones discrecionales de apreciación propias del tribunal de juicio, o que para llegar al estado de 
certeza sobre los hechos en los que se basa la acusación, se haya procedido de un modo arbitrario o sólo arraiga-
do en la íntima convicción de los jueces. 
      En el delito de coacción la declaración de la víctima, sostenida a lo largo del proceso, y de un testigo 
presencial constituyen elementos probatorios de convicción que, valorados en conjunto, son aptos para generar la 
certeza que el imputado lo ha cometido.  
      La circunstancia que los testigos trabajen para el denunciante, no es suficientemente idónea para afirmar 
que incurran en falsedades, máxime cuando no se advierte animosidad contra el imputado, más allá de los roces 
normales ocasionados por las tareas asignadas. 
      Es plenamente válida la condena por el delito de turbación de posesión si frente a lo narrado por el cabo 
de policía en el sentido que la única persona que se encontraba cerca antes que se cortaran los alambres del cerco 
era el acusado y que éste cruzó los animales gracias a esa acción-, las alegaciones defensivas resultan ser única-
mente una discrepancia en el mérito de la prueba sobre la autoría, derivada adecuadamente de dicha testimonial y 
del informe del Oficial policial. 
 No resultan relevantes en relación a la condena por los delitos de amenazas los argumentos defensivos 
consistentes en la atipicidad por ausencia de temor en el destinatario, si ello no esta comprobado en la causa  y 
además, la circunstancia que el damnificado tuviera que salir acompañado por la finca ante cualquier encuentro 
con el acusado ratifica el estado de temor en el que se encontraba. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Kauff-

man, Ferraris, Posadas y Vittar) 

TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VILTE, HÉCTOR ROSENDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.553/10)  (Tomo 
165: 699/722 - 17/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de lesiones y amenazas; valoración de la prueba; certeza para condenar. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 355/360 y a 
la adhesión de fs. 370/372 vta. y, en su mérito, revocar las condenas impuestas en la sentencia de fs. 335 y vta., 
cuyos fundamentos constan a fs. 336/343 respecto del delito de amenazas, a Julio Emilio Zenardo (dos hechos), 
Pablo Ismael Casasola y Daniel Ricardo Álvarez, y disponer en su reemplazo la absolución por aplicación del 
principio de la duda, en los términos de los arts. 18 y 75 inc. 22 de la Const. Nac., 20 de la Constitución Provin-
cial y 4º del Código Procesal Penal de Salta. II. SUSTITUIR la pena de un año y cuatro meses de prisión impues-
ta a Julio Emilio Zenardo respecto del delito de lesiones en perjuicio de Ángel Alberto Robledo, por la de ocho 
meses de prisión de ejecución condicional (art. 89 del Cód. Penal), manteniendo las reglas de conducta fijadas en 
la sentencia de grado. 
DOCTRINA: Para que se pueda dictar condena en un proceso penal se requiere de certeza objetiva sobre la ver-
dad de la imputación. En la contraposición entre el “ius puniendi” del Estado, de un lado, y el “ius libertatis” del 
imputado, de otro, la preeminencia debe ser atribuida a este último si se quiere que el valor de la libertad sea el 
que triunfe. 
           Es plenamente válida la condena por el delito de lesiones si la certeza positiva acerca de la existencia his-
tórica del delito y de la participación culpable del acusado se muestra inalterable y encuentra adecuado sustento 
en el certificado médico y en las declaraciones testimoniales, de las cuales surge que existió un altercado entre la 
víctima y el imputado a raíz del cual el primero sufrió una herida cortante en el pecho provocada por el acometi-
miento armado del primero. 
           Carece de eficacia decisiva para condenar por el delito de amenazas el juicio contenido en el fallo que no 
presenta razón suficiente ni la necesaria univocidad que debe tener todo reproche penal, toda vez que se funda en 
meros dichos opuestos vertidos en denuncias y contradenuncias cruzadas que afirman y desmienten recíproca y 
contradictoriamente una misma realidad, atribuyéndose los implicados, unos a otros, la autoría de los hechos 
amenazadores. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ZENARDO, JULIO EMILIO; ZENARDO, JUAN NÉSTOR; CASASOLA, PABLO ISMAEL; 
ÁLVAREZ, DANIEL RICARDO; GARNICA, MARCELO LEOPOLDO; CASASOLA, SEBASTIÁN 
EDUARDO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.065/10)  (Tomo 165:  1019/1028 - 22 /mayo/ 
2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 13/14 
vta.  
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación deducido contra la resolución que desestima un 
planteo de nulidad que no resulta adecuada a ninguno de los tipos descriptos en el art. 467 del C.P.P., ni se ha 
efectuado alegación alguna para reputarla equiparable a sentencia definitiva. 

Ninguna nulidad puede tener un fin en sí misma y esta grave sanción debe obedecer siempre a la exis-
tencia de un interés, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la demostración que mediante ella 
experimenta un concreto perjuicio. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C AMOROS, ESTELA LUCRECIA - RECURSO DE CASACIÓN   (Expte. Nº CJS 35.002/11)  
(Tomo 165: 911/914 - 22/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; defensa de falta de acción.  
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CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal concedido y, por ende, formalmente inadmisible el recurso de 
casación interpuesto a fs. 114/115 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación deducido contra una resolución que rechaza el 
planteo de falta de acción, porque no es objetivamente impugnable en tanto se limita a otorgar continuidad a la 
causa. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLA POR 
CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA MÉNDEZ, JORGE FEDERICO BENJAMÍN; POMA, MARTÍN MI-
GUEL Y HERRERA, FRANCISCO (POR CALUMNIAS E INJURIAS) EN PERJUICIO DE PRIMUCCI, AL-
DO Y SANZ NAVAMUEL, MATÍAS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.578/11)  (Tomo 165: 
221/224 - 02/mayo/2012)  
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, interposición de un recurso erróneo. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
368/369 vta. 
DOCTRINA: Si la defensa, equivocando la vía, interpuso recurso de apelación que la Cámara de Acusación de-
claró mal concedido, tal circunstancia no genera un nuevo plazo a fin de recurrir en casación, por lo que el recur-
so intentado deviene extemporáneo. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SIMOLIUNAS, JUAN JOSÉ – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.007/11)  (Tomo 
165: 335/340 - 07/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lesiones culposas en accidente de tránsito. Absolución, principio de la duda, 

falta de pruebas para condenar, relación de causalidad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 124 bis/132 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la condena impuesta a Ignacio Ariel Díaz en la sentencia de fs. 115 vta./116, cuyos fun-
damentos obran a fs. 117/121 vta. y absolver del hecho por el que fuera requerido en autos, por aplicación del 
principio de la duda. 
DOCTRINA: Corresponde absolver por el principio de la duda al acusado, si conforme las pruebas producidas en 
el debate y las constancias de la causa no hay certeza sobre la existencia de nexo causal entre su conducta y el 
resultado lesivo, pues si bien el informe de la secretaría de tránsito describe las averías sufridas por la motocicle-
ta, no hay elementos suficientes que determinen que dichas consecuencias se debieron al actuar imprudente del 
imputado; además el único elemento incriminador es la declaración de la conductora de la motocicleta que si bien 
manifiesta que fue colisionada por el imputado, no recuerda quién llegó primero a la intersección y si aquél con-
ducía a excesiva velocidad, y los testigos declaran de manera coincidente que la camioneta se encontraba deteni-
da al momento del impacto y que la denunciante circulaba a gran velocidad, que aceleró intentando pasar la bo-
cacalle y fue ella quien rozó con su rodado la parte delantera del vehículo, perdió el control y ello produjo su 
caída. 
       Es imprescindible que en un accidente de tránsito se compruebe el nexo causal y demás elementos que 
permitan acreditar la culpabilidad del acusado, pues de otro modo ante cualquier colisión se estaría resguardando 
siempre al vehículo de menor porte, incluso cuando el siniestro fuera por culpa exclusiva de la víctima, ya que 
presenta mayores posibilidades de resultar lesionado quien se conduce en una bicicleta o motocicleta. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C DÍAZ, IGNACIO ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.600/10)  (Tomo 165: 
295/304  - 03/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN.  Prescripción de la acción penal, actos interruptivos, sobreseimiento dispuesto 

sin contemplar el término prescriptivo. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 61/62 y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 60 en lo que concierne al delito de amenazas con arma. 
DOCTRINA: El instituto de la prescripción constituye la renuncia del Estado a la potestad represiva, requiriendo 
como condición de procedencia el transcurso del máximo de duración de la pena señalada para el delito imputado 
y que el curso del tiempo no haya sido interrumpido por alguna de las causales establecidas en la Ley 25990 
modificatoria de los párrafos cuarto y quinto del artículo 67 del Código Penal. 
        Corresponde dejar sin efecto la resolución que dispone el sobreseimiento, si desde el último acto con 
idoneidad para interrumpir el curso de prescripción de la acción penal que fue el decreto de citación a juicio, no 
ha transcurrido el tiempo máximo del delito imputado. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ENRÍQUEZ, CEFERINO VICENTE – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.637/11)  
(Tomo 165: 801/806 - 21/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACION. Sobreseimiento por inexistencia de delito, valoración insuficiente de la prueba, 

ausencia de certeza desincriminatoria, plazo razonable. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 99/105 vta. y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 96/97 vta. 
DOCTRINA: El auto de sobreseimiento, cuando se pronuncia en función de la inexistencia del hecho investigado 
o de la no intervención del imputado, supone la adquisición de un estado de certeza sobre dicho aspecto que debe 
fundarse en la apreciación de toda la evidencia relevante que tiene que reunirse en la causa, conforme a las reglas 
de la sana crítica racional. Esa valoración conlleva que se ponderen de modo completo las evidencias colectadas, 
dando la razón concreta por la que se hacen prevalecer algunas de las pruebas sobre otras, sin que sea dable en 
este aspecto al magistrado manejarse de un modo intuitivo o preconceptual. 
         Es nula la resolución que confirma el sobreseimiento del imputado, si el tribunal no ha efectuado un análisis 
racional y acabado de la prueba y la imputación formulada por el denunciante fue desvirtuada sin satisfacer el 
deber de razonar conforme a las normas del recto entendimiento humano en torno a la existencia de un conjunto 
de elementos de signo claramente incriminante que no fueron arrimados al proceso. 
        Corresponde  revocar el sobreseimiento si no se ha avanzado lo suficiente y necesario en la investigación 
para poder justificar una declaración jurisdiccional que pone fin a la pretensión persecutoria del Estado en el 



 12

proceso penal, cierra definitiva e irrevocablemente la causa en favor de quien se dicta y presupone como "condi-
tio sine qua non" un estado de certeza desincriminatoria en relación al inculpado. 
        Si bien es cierto que el plazo razonable de juzgamiento que debe observarse conforme a preceptos de jerar-
quía constitucional impide la prolongación indefinida de las actuaciones, también lo es que la justicia no debe 
ahorrar esfuerzos en el esclarecimiento de los hechos supuestamente constitutivos de un abuso policial lesivo de 
los derechos humanos, pues ésta implica una finalidad primordial en el marco de su misión de garantía dentro de 
un estado democrático de derecho, que resulta abandonada cuando de un modo desaprensivo se pretende cancelar 
de manera definitiva, la averiguación de la posible existencia de un delito de graves connotaciones sin que me-
dien los presupuestos previstos en la ley. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Díaz y Cornejo) 

        Es plenamente válido el sobreseimiento confirmado por el tribunal de apelación, si los exámenes de rigor y 
esenciales para la comprobación del delito fueron ordenados por el instructor y su resultado fue favorable a la 
posición del imputado y, además, una prolongación o amplificación de éstos difícilmente podrá superar ese esta-
do negativo y sólo tendrá como fin mantener abierto “sine die” el proceso penal, lo que resulta violatorio de ga-
rantías individuales reconocidas por el plexo normativo constitucional 
        La etapa preparatoria del proceso penal tiene una finalidad específica, cual es la de eliminar juicios injustos 
o inútiles, evitar el enjuiciamiento público infundado y un desgaste inútil de energía jurisdiccional. 
        No cualquier omisión de producción de prueba tiñe de arbitrariedad la decisión jurisdiccional, lo que sólo 
sucede cuando aquélla sea relevante o trascendente. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
PANOFF, ESTEBAN JESÚS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.840/09)  (Tomo 165: 001/010 - 
20/marzo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 30/32 y, en su mérito, 
DEJAR SIN EFECTO la resolución de fs. 24/28 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible por extemporáneo, el recurso de casación presentado por la defensa 
contra de la resolución que deniega el beneficio de suspensión del juicio a prueba a favor del imputado, porque el 
artículo 281 bis del Código Procesal Penal expresamente establece que la oportunidad para solicitar la suspensión 
del juicio a prueba es a partir del decreto de citación a juicio y hasta el tercer día de notificado el decreto de au-
diencia de debate y la presentación fue efectuada fuera de dicho plazo.  (Del voto de los Dres. Vittar, Cornejo, 

Díaz, Kauffman y Posadas) 

La titularidad de la acción penal y las facultades otorgadas al fiscal no excluyen la valoración de los res-
tantes requisitos del instituto de la suspensión del juicio a prueba ni tampoco implica desconocer las potestades 
jurisdiccionales, pues si bien la oposición de ese sujeto procesal a la suspensión del juicio a prueba es, en princi-
pio, vinculante, ello no obsta el examen judicial sobre su admisión y su apartamiento cuando resulte infundada. 

El artículo 84 del Código Penal cuantifica en cinco años el tiempo mínimo necesario para que la priva-
ción especial -impuesta bajo forma de pena- cumpla el objetivo preventivo. Sin embargo, el segundo párrafo del 
artículo 20 ter del mencionado digesto permite al juez disponer la rehabilitación transcurrida la mitad de dicho 
plazo, siempre que el magistrado verifique un correcto comportamiento, que se ha remediado la incompetencia o 
no es de temer que se incurra en nuevos abusos y, con directa afinidad al instituto de la suspensión del juicio a 
prueba, que se han reparado los daños en la medida de lo posible. 

Corresponde revocar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si el imputado ofrece auto-
inhabilitase por un término de tres años, medida que le impone el tribunal como norma de conducta sin supeditar-
la a lo prescripto por el segundo párrafo del art. 20 ter del Código Penal, por lo cual no contiene la condicionante 
necesaria, circunstancia que obsta el otorgamiento del beneficio sin que se violen los fines de prevención espe-
cial. (Del voto del Dr. Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
VÁZQUEZ, FÉLIX JOSÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CA-
SACIÓN (Expte. Nº CJS 33.658/10)  (Tomo 165: 763/776 – 21/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Finalidad del instituto. Delito de homicidio cul-

poso.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 65/67 y, establecer que 
la regla de conducta fijada en el apartado a) punto II de la resolución de fs. 53/58, se encuentra supeditada a que 
cumplido el plazo de inhabilitación, la juez efectúe la valoración ordenada por el art. 20 ter del Código Penal. 
DOCTRINA: El artículo 84 del Código Penal cuantifica en cinco años el tiempo mínimo necesario para que la 
privación especial -impuesta bajo forma de pena- cumpla el objetivo preventivo. Sin embargo, el segundo párrafo 
del artículo 20 ter del mencionado digesto permite al juez disponer la rehabilitación transcurrida la mitad de di-
cho plazo, siempre que el magistrado verifique un correcto comportamiento, que se ha remediado la incompeten-
cia o no es de temer que se incurra en nuevos abusos y, con directa afinidad al instituto de la suspensión del juicio 
a prueba, que se han reparado los daños en la medida de lo posible. 

Corresponde otorgar la suspensión del juicio a prueba cuando el delito causado es de homicidio culposo, 
si el imputado reúne todos los requisitos exigidos por la ley, voluntariamente acepta que se imponga la incapaci-
dad por el plazo necesario y, además, consiente que cumplido dicho plazo, los efectos previstos en el cuarto pá-
rrafo del artículo 76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el 
magistrado respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta, de conformidad al segundo párrafo del 
artículo 20 ter del mismo código.  

La suspensión del juicio a prueba puede ser otorgada para imputados de delitos cuya pena máxima exce-
da los tres años de prisión, siempre que se cumplan los demás requisitos del instituto y a resultas del correspon-
diente juicio hipotético sobre las condiciones del artículo 26 del Código Penal. (Del voto de los Dres. Ferraris, 

Kauffman de Martinelli, Vittar y Catalano) 

No corresponde otorgar el suspensión del juicio a prueba si los delitos imputados se encuentran reprimi-
dos con pena de inhabilitación, en virtud de lo expresamente dispuesto en el último párrafo del artículo 76 bis del 
Código Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas) 
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Procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, siempre 
que el imputado acepte la imposición de una regla de conducta enderezada a neutralizar su probable incompeten-
cia. 
      El principio “pro homine” impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser 
humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el artículo 76 bis del Código Penal a 
los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años, se funda en 
una exégesis irrazonable de la norma. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Cornejo,  Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – MIGUEZ RUIZ, NATALIA - RECUR-
SO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.440/ 10)  (Tomo 165:  817/838 - 21/mayo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN.  Suspensión del juicio a prueba. Improcedencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos 
a fs. 46/47 vta.  
DOCTRINA: No procede el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, si no se han superado los fines de 
prevención especial protegidos por el artículo 76 bis último párrafo del Código Penal y, por ende debe aplicarse 
la prohibición allí establecida al caso. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Kauffman de Martinelli) 

Corresponde denegar el pedido de suspensión del juicio a prueba si en el caso los fines de prevención 
especial amparados por el art. 76 bis último párrafo del Código Penal, no han sido superados. (Del voto del Dr. 

Posadas) 

El principio “pro homine” impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser 
humano. Razón por la cual, el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el artículo 76 bis del Código 
Penal a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años, se 
funda en una exégesis irrazonable de la norma. Además, por un principio de equidad elemental, no obstaculiza la 
suspensión del juicio a prueba la circunstancia de que el delito apareje pena de inhabilitación. 

El recaudo del consentimiento fiscal para que el tribunal pueda suspender la realización del juicio, es de 
dudosa constitucionalidad, porque cada provincia organiza su justicia y distribuye competencias, no pudiendo la 
ley federal entrometerse en ello y además, porque parecería otorgarle facultades jurisdiccionales al Ministerio 
Público Fiscal, debido a que condiciona la decisión del tribunal. (Del voto del Dr. Cornejo) 

No procede el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de in-
habilitación, prohibición expresamente dispuesta en el art. 76 bis último párrafo del C.P.P. (Del voto del Dr. 

Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kaufman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ZAMBRANO, ALFREDO –RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. 
Nº CJS 33.307/10)  (Tomo 165: 1029/1046 - 22 /mayo/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Improcedencia, pago de la multa prevista en el 

artículo 76 bis del Código Penal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 36/39. 
DOCTRINA: El imputado de escasos recursos puede solicitar al juez el pago de la multa prevista en el artículo 
76 bis del Código Penal en cuotas o bien, el trabajo libre como forma de cumplimiento de la pena, y dicha solici-
tud será analizada por el magistrado según las circunstancias del caso concreto. 
            Resulta plenamente válida la resolución que rechaza el pedido de suspensión del juicio a prueba si se 
basa en el dictamen negativo del representante del Ministerio Público Fiscal que se funda en que no fue ofrecido 
el pago mínimo de la multa en los escritos de presentación de la defensa. 
          No procede el beneficio de la suspensión del juicio a prueba frente a la negativa de la acusada a abonar 
el mínimo legal de la multa correspondiente y someterse a la inhabilitación provisoria, dejando sin protección los 
fines de prevención especial perseguidos por el artículo 76 bis del Código Penal, y ello excluye la posibilidad de 
exceptuar la celebración el juicio oral y público a efectos de determinar -positiva o negativamente- la responsabi-
lidad penal en el hecho imputado. (Del los votos de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Kauffman) 

          No resulta imprescindible la total tramitación del proceso hasta alcanzar sentencia que declare la culpa-
bilidad e imponga condena, pues tomando en consideración la falta de peligrosidad, y la insolvencia económica, 
resulta posible, siempre en los supuestos de delincuentes primarios, obtener la resocialización, lograr su recupe-
ración como ser útil de la sociedad y evitar la posibilidad de que reincida en el delito. 
        Debe concederse el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en todos aquellos casos en que el im-
putado no tenga posibilidades de afrontar el pago del mínimo de la multa, de manera acorde al principio constitu-
cional de igualdad ante la ley, pues nunca podrá obligárseles a enfrentar un riesgo de condena, fundando la exclu-
sión de un derecho en la falta de medios económicos de una persona. (Del voto del Dr. Cornejo). 

         No procede el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los casos de delitos que se encuentran 
reprimidos con pena de inhabilitación, en virtud de lo expresamente dispuesto en último párrafo del art. 76 bis del 
Código Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CAMACHO, ROSANA MARCELA – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA 
– RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.389/11)  (Tomo 165: 787/800 -  21/mayo/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia; agravios insuficientes; doctrina de la arbitra-

riedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 4234/4240 vta. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si los agravios evidencian la falta de una crítica 
concreta y circunstanciada, desde el punto de vista constitucional, de las razones en que se apoya la sentencia de 
la Corte, y el remedio federal intentado revela sólo una disconformidad con lo decidido al rechazar el recurso de 
revisión y el planteo de inconstitucionalidad del artículo 24 del Código Penal, que resulta insuficiente a sus fines. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, 
sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta 
la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento 
apelado como un acto jurisdiccional válido. 
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TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C TORRICO, MARCELO ALEJANDRO; BRANDAN, ARIEL ESTEBAN – RECURSO DE CA-
SACIÓN (Expte. Nº CJS 31.535/08)  (Tomo 165: 881/888 - 22/mayo/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, cuestiones de hecho y prueba resueltas en 

casación; doctrina de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 478/491. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los argumentos expuestos por la defensa cons-
tituyen planteos que se relacionan con temas de hecho, prueba y de derecho común, cuyo conocimiento y deci-
sión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso pre-
visto en el artículo 14 de la ley 48. 

El recurso extraordinario, en tanto vía impugnaticia especial, está dirigido a un objetivo concreto y res-
tringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional resulta 
la base del recurso. 

Carece de la debida fundamentación el recurso extraordinario en el cual la impugnante reitera los argu-
mentos dados en casación que fueron ya resueltos con suficiente argumentación de derecho. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos 
a la competencia específica de la Corte Suprema, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado 
contenga, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido como 
acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MAMANÍ, ROQUE RODRIGO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.152/10)  (Tomo 
165: 281/288 - 03/mayo/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, cuestiones de hecho y prueba resueltas en 

casación; doctrina de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 478/490. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si los agravios del apelante se presentan como 
una disidencia relativa a cuestiones de hecho y prueba, que si bien puede, como lo hizo, integrar la materia de la 
casación, no alcanza para dar sustento a la vía intentada sino en supuestos extremos de arbitrariedad. 

No hay sentencia arbitraria si los agravios del recurrente sólo manifiestan su discrepancia con los crite-
rios de selección y valoración de las pruebas que han utilizado los jueces de la causa al declarar autor penalmente 
responsable al acusado en casación. 

La tacha de arbitrariedad es excepcional y no procura sustituir a los jueces en asuntos que les son priva-
tivos, ni revisar el acierto con que ponderaron la prueba, aunque se alegue error en la solución del caso. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C CAM-
PERO, ROBERTO RAFAEL – RECURSO DE CASACIÓN  (Expte. Nº CJS 32.151/08)  (Tomo 165: 1047/1054 
- 22/mayo/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, cuestiones procesales, reiteración de agravios 

resueltos en casación, motivación de la sentencia, principio “in dubio pro reo”; doctrina de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 354/366. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si en la sentencia impugnada se desestimó el 
planteo de casación analizando puntualmente la prueba reunida con aplicación del método de máximo rendimien-
to, dando fundadas razones para sostener la confirmación de la condena. 

La reiteración de los agravios que efectúa la defensa en el marco del recurso extraordinario federal se 
presenta como una disidencia relativa a cuestiones procesales; aspectos cuyo conocimiento y decisión constituye 
materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del 
artículo 14 de la ley 48. 

No es dogmática la sentencia recurrida si para convalidar el reproche penal realizó un examen completo, 
tanto de la prueba de cargo como de aquella que pone en duda la acusación, por lo que deviene en inmotivado el 
agravio referido a la afectación del principio “in dubio pro reo”, al que alude el impugnante. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, 
sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que las fallas de razonamiento lógico en que se sus-
tenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa impide considerar el pronunciamiento 
apelado como un acto jurisdiccional válido, toda vez que su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar 
decisiones judiciales. Lo contrario importaría extender la jurisdicción de la Corte Suprema para revisar todos los 
pronunciamientos que se dicten en el país, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las 
leyes. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C TOLABA, VÍCTOR MARÍA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.201/10)  (Tomo 
165: 605/612 - 15/mayo/2012) 


